ACCION DE GRUPO - Suspensión de la actuación por solicitud de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Improcedencia.
Se advierte que en el presente proceso aún no se ha proferido auto admisorio de la demanda instaurada, razón por la cual, debe negarse la solicitud presentada por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, ya que no cumple con uno de los requisitos señalados en la norma precitada, esto es, encontrarse en una etapa posterior al vencimiento del término de traslado de la demanda.
FUENTE FORMAL: LEY 1564 DE 2012 - ARTICULO 611
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCION B

Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH (E)
Bogotá, D.C., ocho (8) de abril de dos mil trece (2013)
Radicación número: 86001-33-31-001-2011-00033-01(AG)A
Actor: DIEGO FERNANDO JAIME ESCOBAR Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y OTROS
1. Previo a resolver sobre el conflicto negativo de competencia suscitado entre el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Neiva y el Juzgado Primero Administrativo de Descongestión de Mocoa, en ejercicio de la facultad concedida por los artículos 169
 y 267
 del C.C.A., este despacho procede a DECRETAR de oficio inspección judicial al proceso radicado bajo el número 05001333102201000315 01 (AG), actor: Guillermo León Agudelo Zapata, demandado: Nación-Superintendencia Financiera de Colombia, que actualmente cursa en el despacho de la consejera Stella Conto Díaz del Castillo, con el fin de obtener y reunir la información requerida para resolver sobre el asunto de la referencia.

2. Para la práctica de la prueba antes mencionada, se comisiona
 a la magistrada auxiliar María Adriana Marín, a quien se le confieren todas las facultades necesarias para dicho fin, teniendo en cuenta que se dará inicio a la diligencia respectiva el día 18 de abril de 2013, a las 9:00 a.m., de conformidad con los lineamientos establecidos para ello en el artículo 246 del C.P.C.

3. De otro lado, mediante memorial obrante en el folio 884 del cuaderno principal, la Directora General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado manifestó que “esta agencia ha decidido intervenir dentro del proceso de la referencia, y en tal sentido atentamente solicito disponer la suspensión del mismo por el término de 30 días”.  

4. En relación a la solicitud realizada, el artículo 611 de la Ley 1564 de 2012
, por medio de la cual se expidió el Código General del Proceso, consagró la posibilidad de suspender los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción, cuando se presente la intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, siempre que concurran los eventos previstos por la norma en mención.

5. En tal sentido, revisado el expediente en su integridad se observa que una vez presentada la demanda, mediante auto de 14 de marzo de 2011, el Juzgado Segundo administrativo del Circuito Judicial de Neiva ordenó enviar por competencia el asunto de la referencia al Juzgado Primero Administrativo de Descongestión de Mocoa (f. 770-772, c.ppl.) y, este último, en providencia de 2 de mayo de 2011 (f. 776-779, c. ppl.), remitió a esta Corporación el presente proceso para conocer del conflicto de competencia suscitado. Por tanto, se advierte que en el presente proceso aún no se ha proferido auto admisorio de la demanda instaurada, razón por la cual, debe negarse la solicitud presentada por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, ya que no cumple con uno de los requisitos señalados en la norma precitada, esto es, encontrarse en una etapa posterior al vencimiento del término de traslado de la demanda. Por consiguiente, el despacho procede a NEGAR la suspensión del proceso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH

�“En cualquiera de las instancias el ponente podrá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para el esclarecimiento de la verdad.


 (…) 


Además, en la oportunidad procesal de decidir, la sala, sección o subsección también podrá disponer que se practiquen las pruebas necesarias para esclarecer puntos oscuros o dudosos de la contienda. Para practicarlas deberá señalar un término de hasta diez (10) días, descontada la distancia, mediante auto contra el cual no procede ningún recurso”.


�“En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la jurisdicción en lo contencioso administrativo”.


� La comisión para la práctica de pruebas a Magistrados Auxiliares del Consejo de Estado se encuentra habilitada por el parágrafo adicionado al artículo 93 de la Ley 270 de 1996, por el artículo 18 de la Ley 1285 de 2009, en los siguientes términos: “Los Magistrados Auxiliares del Consejo de Estado, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior de la Judicatura podrán ser comisionados para la práctica de pruebas para adoptar decisiones relacionadas con asuntos de trámite o sustanciación para resolver los recursos que se interpongan en relación con las mismas”. La Corte Constitucional se manifestó en relación con la norma en comento en sentencia C-713 del 15 de julio de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, de la siguiente manera: “Respecto de su contenido material, la norma propuesta introduce un nuevo parágrafo en el que se atribuye a los magistrados auxiliares del Consejo de Estado, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior de la Judicatura, la facultad de ser comisionados para (i) practicar pruebas, (ii) adoptar decisiones de trámite o sustanciación para resolver los recursos presentados en relación con dichas pruebas, y (iii) dirigir las diligencias de conciliación que cursan en los correspondientes despachos (…) De esta manera, la labor que corresponde a los magistrados auxiliares de las altas corporaciones judiciales es entonces de apoyo a la gestión de los magistrados titulares, pero no tienen investidura judicial ni están formalmente habilitados para administrar justicia.// 4.- En el marco descrito, la Corte considera que no existe vicio de constitucionalidad con el hecho de que los magistrados auxiliares puedan ser comisionados para practicar pruebas, en la medida en que dicha potestad contribuye a la celeridad y eficacia en la administración de justicia, debe entenderse como excepcional, no implica la toma de decisiones que en sí mismas supongan administrar justicia y con ellas no se inviste a los magistrados auxiliares como funcionarios judiciales. Esta postura armoniza con los lineamientos trazados por la jurisprudencia de esta Corporación”.


� “Suspensión del proceso por intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  Los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción, se suspenderá por el término de treinta (30) días cuando la Agencia Nacional de Defensa del Estado manifieste su intención de intervenir en el proceso, mediante escrito presentado ante el juez de conocimiento. La suspensión tendrá efectos automáticos para todas las partes desde el momento en que se radique el respectivo escrito.  Esta suspensión solo operará en los eventos en que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado no haya actuado en el proceso y siempre y cuando este se encuentre en etapa posterior al vencimiento del término de traslado de la demanda”.





